PROPUESTA PARA EL VII CONGRESO CTA 

La propiedad social de los recursos energéticos y estratégicos

Para ver la situación que queremos es conveniente partir de un breve diagnóstico de donde estamos, y porqué estamos donde nos hallamos.

La historia argentina nos dice que siempre existió la tensión entre la propiedad capitalista (individualista) sin ninguna función social, y la propiedad pública que era la forma que más se acercaba a la propiedad social. 

¿Porqué en el campo energético se presenta claramente este conflicto entre el interés privado y el interés público? Interés público, o del público, que forzosamente se debía refugiarse en la propiedad estatal? 

¿Porque todas las energías son bienes estratégicos, consideradas desde lo político, económico, de la organización social, y de lo internacional? Porque hace directamente al disfrute del pueblo y al interés de la sociedad en conjunto.  No todo lo estratégico es energético, pero no hay duda que las energías, sobre todo las pesadas que satisfacen no a un individuo sino al total de la población, son estratégicas. Por eso su gran vecindad con la propiedad estatal. No podemos imaginar una propiedad cooperativa en el mundo petrolero internacional, dada su concentración y elevado grado de poder económico. Por eso, las petroleras del mundo son estatales de la naciones o de propiedad multinacional del capitalismo. Ante esta realidad no debemos quedarnos en la pura propiedad estatal: existen modos de participación por lo cual esta propiedad tenga mayor forma de propiedad social. Sin embargo, no debemos olvidad que hay formas de energías livianas, de menor dimensión, que deben y pueden ser de propiedad común, o de propiedad cooperativa.

Por eso la propiedad estatal tiene que conformarse con objetivos sociales amplios y claros. Cuando nuestros países latinoamericanos perdieron (a distintos niveles) el petróleo, la energía nuclear, la hidroelectricidad, el gas, etc. les quitaron muchas cosas, y esta es la historia que debemos saber para conocer la obligación recuperatoria de la hora.

Perdimos los recursos naturales (concesiones ilimitadas de hidrocarburos, concesiones por 95 años en la distribución eléctrica), nos saquearon las empresas públicas que gestaban estos bienes y recursos, y perdimos, entre otras muchas cosas, los beneficios de estos recursos, es decir la renta energética, que en su expresión petrolera es manifiestamente grande y por lo tanto escandalosa, cuando la misma no la recibe el pueblo y no queda para las naciones. 

Entonces el concepto de la propiedad pública (no simplemente estatal) es mucho más amplio: la empresa y la propiedad pública de los recursos deben asegurar que no se privaticen dichos bienes, que la gestión sea social, que en la planificación sectorial y empresaria tenga participación real los distintos sectores sociales, y que la renta se destine al pueblo pero que como sucede ahora, no se remese sin descanso al extranjero, o a las empresas locales que hacen de empresas gerentes de las internacionales, como cuando fueron y fundaron la patria contratista.

Sólo una gestión socializada con renta energética popular, y con una propiedad social de los recursos naturales y de las empresas se podrá asegurar y obtener una propiedad social participada, que entre otros muchos sectores, para la energía se hace sustancial frente a los desatinos que sufrimos por las privatizaciones. Esta concepción social de la energía es la única manera que existe para que la misma sea realmente eficiente, con capacidad reinversora y con tarifa como concepto social de lo que por derecho tienen todos los habitantes.

Sólo con un  modelo social, que nada tiene que ver con el saqueo neoliberal del Consenso de Washington que se mantiene, la energía podrá ser respetuosa con el ambiente, concepto que por sí mismo es ampliamente social. No hay ni puede haber una política individualista en el campo ecológico si se quieren mantener pautas de vida elementales. 

Por eso, sólo con planificación social se podrá realizar una industrialización con sentido social y ambiental, y una institucionalización de lo energético al servicio de todos los hombres. 

Lo que está enfrentado no es una matriz energética más o menos coherente con la capacidad productiva de la gente  y con los recursos naturales existentes. Lo que está en juego es eliminar el modelo neoliberal de injusticia y entrega, para establecer un modelo social de la energía. 

Las Federaciones

La CTA impulsará y priorizará, la construcción de federaciones, las cuales se integraran con sindicatos de primer grado, agrupaciones y afiliaciones directas, que posibiliten la organización y representación de los trabajadores, con un criterio horizontal e integrador, superando la organización por rama de industrias en la medida que así  lo decidan los propios compañeros. 

Las organizaciones federativas, facilitan la formación de nuevas organizaciones gremiales, ofreciendo estructura organizativa allí donde no existe y brindando el impulso necesario para la construcción de las articulaciones originales que van a permitir el sostenimiento de un nuevo sindicato.

Las federaciones deben constituirse, en el instrumento de ingreso y en la gran herramienta de crecimiento de la Central, captando trabajadores y organizaciones, que se sumen al Nuevo Modelo Sindical y al Movimiento Político y Social y cultural.

El desarrollo de las federaciones, es el desarrollo de la Central misma, su crecimiento y organización, garantiza el impulso de crecimiento de la central.

Será imprescindible avanzar en la instalación de la nueva  identidad de las  federaciones, las cuales se desarrollaran en un nivel superior de organización a las de primer nivel, con políticas que articulen con el conjunto de la sociedad y otras organizaciones sociales y sindicales en procura de objetivos comunes y con una clara política de la recuperación de la identidad de clase.

POSIBLEMENTE HABRIA QUE PONER OTROS EJEMPLOS DE OTRAS FEDERACIONES O QUIZAS SACAR ESTE DE LA FeTERA.

La FeTERA, desde su fundación ha logrado la inscripción de sindicatos constituidos desde antes de 1995, agrupaciones que lograron su inscripción sindical y que, como el Sindicato Luz y Fuerza Zarate, obtuvo su personería Gremial, o como el sindicato de LUZ Y FUERZA DE LA PAMPA logro su inscripción gremial y otras organizaciones que sin lograr constituirse en sindicatos aún, se desarrollan con esa perspectiva. Estas organizaciones se incorporaron a la CTA, a raíz de su inscripción en la FeTERA, y son las siguientes:

Salta: Agrupación Nueva Esperanza. 

Mendoza: Agrupación Surgir Nacional

Santa Cruz: Sindicato de Luz y Fuerza Santa Cruz, Agrupación Agustín Tosco de Río Gallegos, Agrupación 19 de abril de Río Turbio.

Chaco: Organización de Trabajadores de Energía del Chaco

La Pampa: Sindicato Luz y Fuerza La Pampa.

Corrientes: Sindicato de Energía de Corrientes.

La Matanza: Agrupación de Electricistas de La Matanza

Zarate: Sindicato Luz y Fuerza de Zarate

San Nicolás: Agrupación FeTERA de San Nicolás

Cap Federal: Movimiento Nacional Oro Negro

Prov. Buenos Aires: Coordinadora de ex Trabajadores de YPF, Gas del Estado y Petroquímica General Moscóni, Sindicato de Químicos de Bahía Blanca, Agrupación Renacer Petrolero Marplatense. 

Usuarios y Consumidores:

La privatización de los servicios públicos, ha dado lugar a la conformación de organizaciones de usuarios y consumidores, que intentan hacer cumplir la normativa impuesta por el Modelo Neoliberal, a empresas, que de tanta impunidad, ni siquiera atienden el mínimo legal que les ponen algún límite.

Esta actitud, legitima y entendible, termina convalidando las privatizaciones y los inoperantes organismos de control.

La CTA impulsara la creación de organizaciones de usuarios y consumidores, comprometidos con una política de desprivatización, recuperación del patrimonio nacional la propiedad estatal y el control social de las empresas públicas. 

Los usuarios y consumidores que se organicen en la CTA, serán además de ámbitos de reclamo un poderoso lugar de construcción política de los nuevos derechos, que suplanten el andamiaje legal del Modelo Neoliberal.

CRECER EN LOS PRIVADOS:

Por un lado, la legislación vigente atenta contra la existencia de nuevas organizaciones, aunque más no sean agrupaciones, o activistas. 

Ante el “unicato” sindical que privilegia a las organizaciones con personería gremial, es imprescindible mantener y profundizar la política por la Libertad y Democracia Sindical.

Esto esta íntimamente vinculado a la decisión estratégica, resuelta en el VI congreso nacional de la CTA,  de crecer en el ámbito de los trabajadores de la actividad privada.

Si bien nadie podría negar los esfuerzos de la central en el desarrollo de iniciativas en esa dirección, es cierto, la falta de una estrategia fuerte en este sentido, producto de la incompresión,  de iniciativas que establezcan políticas de crecimiento, de no haber puesto en el centro del debate, el porque de la necesidad de crecer  en los sectores de la actividad privada, en fin se decidió y acordó que era estratégico, pero luego no se instrumentaron políticas en ese nivel.

La CTA,  debe poner en el centro de la construcción y desarrollo de la misma, las iniciativas que  impulsen, claramente la afiliación hacia las organizaciones de la actividad privada y de  las federaciones.  Hay que impulsar una disposición solidaria desde la CTA y desde cada organización que la integra, para facilitar cobertura en el plano de las políticas sociales, (obra social, hotelería, centros recreativos, turismo, mutuales, etc.) como una forma de ayudar claramente a los mas débiles, que no son otras que las organizaciones y trabajadores que se dan una nueva organización sindical.

La Energía Como Derecho Humano Esencial:

No solo para la  FeTERA,  la energía,  es un derecho humano esencial, y como tal debe ser contemplado y concebido en el marco del conjunto de los derechos humanos esenciales. Los derechos del hombre definidos como las libertades primarias (el derecho a la vida, los derechos políticos) no se pueden asegurar mientras no se respeten los otros derechos irrenunciables como el derecho al trabajo, el acceso a la cultura, a la información, a la vivienda, al salario universal, al alimento, a la salud y a la educación.

 El ejercicio del derecho a la energía y al agua, como de todos los demás mencionados, necesita la formulación de un nuevo modelo de país, de una nueva estructuración social, de nuevas metas nacionales y regionales que implique un contrapoder a la hegemonía imperial del poder económico globalizante.

Hay que construir una nueva concepción de la unidad latinoamericana, refundar el MERCOSUR sobre las bases de atender las necesidades de sus pueblos y como integración de estos, como paso previo hacia la integración bolivariana, y como forma de luchar por la plena independencia y el crecimiento de sus habitantes. 

Un programa alternativo para la energía en Argentina debe ser consecuencia de la formulación de un nuevo modelo de país, de nuevas metas nacionales, que desvinculen a nuestra patria de la voracidad del poder económico globalizante; en fin, una nueva política nacional, y una nueva concepción del Estado. 

Ello solo seria posible si dentro del contexto de nuestra región, surgieran y se afirmaran posturas nacionales también favorables a la preservación y defensa de los intereses de nuestros pueblos.  En mayor o menor grado se desarrollan ya, en la misma, procesos sociales y políticos que anuncian algo que puede llegar a parar el avance de esta crisis, cada vez más aguda y sofocante.

 Es una condición primordial preparar y conducir  “masa crítica” para los grandes cambios, como el recientemente iniciado en Bolivia con su “revolución del Gas”, donde han rechazado a los responsables de la privatización del petróleo y del gas, y  la venta de YPFB y de varias empresas públicas. Su respuesta, como en Venezuela, consiste en recuperar los hidrocarburos para el país, y la derogación de las leyes y decretos que privatizaron al sector energético, en forma muy similar como se hizo en nuestro país.

 Estos cambios que sobrevendrán en América Latina impedirán la repetición de las intervenciones armadas y golpes de Estado instrumentadas por los poderes centrales, que caracterizaron el siglo pasado, debiendo terminar también con las “democracias sumisas sin participación popular” que las sucedieron. Se pueden precisar algunos requisitos a los que el sector energía deberá responder, en el marco de una nueva situación nacional donde se privilegie un desarrollo de los intereses nacionales dentro de un contexto regional que beneficie a los países y no a los grupos económicos concentrados, que sea geográficamente equilibrado y socialmente equitativo.

RENTA ENERGÉTICA:
                   La renta que hoy produce el sector energético, especialmente el petrolero, resulta de puro beneficio para los grandes grupos económicos que la remesan a sus países de origen y a los grandes centros financieros internacionales. Esta renta, de casi 15.000. Millones de dólares anuales,  que económica y éticamente pertenece a nuestro país, donde,  se genera, debe volver al conjunto de la Nación, para impulsar la inversión real y genuina, y no servir al lucro y especulación de la inversión financiera y accionaría que ha puesto en riesgo el desarrollo de la energía y la seguridad jurídica de los usuarios y trabajadores.

LO QUE SIGUE ES UNA CITA DEL MO.R.E.N.O. RESPECTO A LA RENTA ENERGETICA

“Argentina es casi el único país que no tiene la explotación directa de su petróleo a través de una petrolera estatal, como tienen Venezuela, México, Brasil o Chile. El Estado en nuestro país se retiró de la planificación, del control y de la explotación directa y -durante la década del noventa- se volvió al viejo contrato de concesión, en el que el concesionario -aún siendo un inquilino de la reserva- decide cuánto saca y a quién le vende”.

 “Este tipo de contratos murieron en el año 1980. El último fue el de ARAMCO en Arabia Saudita, cuando esta empresa se convirtió en la petrolera de ese país. El contrato que impuso Carlos Menem, sobre la base de la argumentación de Roberto Dromi y la gestión de Julio Aráoz, no existe en ningún lugar del mundo: separó la exploración de la explotación, y Argentina se “permitió” una explotación intensiva que depredó los yacimientos, sin la condición previa de que se debía invertir en exploración antes de acceder a la explotación. Por eso siguen cayendo las reservas y hoy sólo hay existencias para cuatro o cinco años más. Corremos el riesgo de convertirnos en importadores de petróleo. Y en gas sucede lo mismo, porque tenemos reservas detectadas sólo para ocho o nueve años”

“Las concesiones vencen en el año 2017, salvo algunas con prórrogas, ilegítimas, como la de Loma de la Lata, en Neuquén. Estas concesiones se han obtenido transgrediendo la Ley de Hidrocarburos y la de Reforma del Estado, ya que se modificaron por decreto y éstos, a su vez, por resoluciones.

 Los decretos de Dromi-Aráoz impusieron un modelo de mercado que emparejó el precio de la Argentina con los valores internacionales. Un capítulo que se llama “eliminación de restricciones”, lejos de favorecer la competencia, eliminó la prohibición de acumulación de más de cinco contratos de concesión, establecida en la Ley de Hidrocarburos de 1967. Esto permitió la libertad de acumular y por eso actualmente hay nueve empresas que manejan más de 20 concesiones cada una. Ni qué hablar de Repsol que concentra mucho más. Todos ellos manejan el 90% de la producción de petróleo y de gas y forman una especie de oligopolio buscado.” 


 Pero las concesiones a las que se llegó por irregularidades, por reconversión de contratos expresamente prohibidos -ya que la reconversión de Dromi violó la ley- y las empresas que tengan más de cinco áreas, se encuentran en una situación insanablemente nula. Los que están en infracción deben devolver esas áreas para que las comience a administrar la empresa estatal ENARSA.

 Hace falta, sí, una nueva ley de hidrocarburos que expresamente permita al país y a las provincias recuperar la renta que se están llevando sólo las empresas privadas. Estamos hablando de una renta de 15 mil millones de dólares al año, que equivale a la tercera parte de los gastos totales de la Nación (90 mil millones de pesos). Es la plata que antes entraba a la república e iba a parar a obras de infraestructura. Es la plata que permitió a la Nación construir la red vial nacional u obras hidroeléctricas como Los Nihuiles, en Mendoza; o la red de oleoductos y gasoductos del país. La pérdida de la renta petrolera por parte de la Nación ha ido paralela a una caída en el ritmo de construcción de obras de infraestructura, salvo las que se han hecho por peaje, como fruto de una privatización a costa de mayor endeudamiento externo”.

RECUPERACIÓN DEL PATRIMONIO NACIONAL Y ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE LA RENTA ENERGÉTICA:

En el mismo sentido, se deben recuperar y reconstruir las empresas vendidas, concesionadas,  a precios de remate, como así los recursos naturales y las riquezas (como el petróleo crudo, el gas natural, la caída de las aguas, la minería energética, etc.) que  son administrados, por el oligopolio internacional, en base a una política de depredación, en claro perjuicio, al pueblo argentino y en  forma de saqueo pocas veces vista en el mundo.


La situación que intentamos concebir, no sólo exige condiciones intrínsecas en el interior del sector, sino también la recuperación de las palancas fundamentales del progreso de la Nación y de cada una de sus regiones y provincias, sin provocar fragmentaciones falsas, tan alentadas por sectores multinacionales para debilitar la autoridad del país en su conjunto. La actuación  recuperatoria debe alcanzar a  la moneda, la banca oficial, las comunicaciones, el transporte terrestre, fluvial, marítimo y aéreo, etc. En pocas palabras, debe recuperarse al propio Estado del modelo neoliberal, debilitado cuando debe servir al interés general pero activado a favor de los intereses económicos concentrados. Los recursos de la renta energética (que proveen los hidrocarburos, el carbón, la electricidad hídrica, térmica, nuclear, etc.), deben ser administrados por una única institución financiera de carácter federal, que solventará los proyectos, emprendimientos y el esfuerzo tecnológico del sector, y el cuidado del medio ambiente.

LA ENERGIA COMO BIEN ESTRATÉGICO Y SOCIAL:


 Superar el torpe concepto de “commodity” que el neoliberalismo impuso a los recursos energéticos, incluso a los no renovables. La fracasada preferencia neoliberal de que las exportaciones están antes que la demanda interna, social y económica, responde a ese criterio que los recursos naturales del país son commodities,. Urgentemente debe reimplantarse el uso conservativo de los mismos, reconociendo su carácter de bienes estratégicos. Ello implica asimismo retornar a los recursos renovables como prioridad, no solo mediante nuevos emprendimientos en el país, sino mediante las interconexiones y la integración de las empresas públicas entre los países vecinos.

     POLÍTICAS A CONSTRUIR:


Lo Estrategico:

 

1. Nacionalizar las fuentes energéticas sobre la base que su dirección y control deben estar en manos del pueblo, lo que significa establecer el control social del sector. 

La Coyuntura

2.                   Proceder a la revisión de todas las privatizaciones realizadas, especialmente las que hayan sido ejecutadas mediante decretos inconstitucionales y/o leyes especiales sancionadas con manipulación de los quórum, violentando la soberanía, a precios de liquidación, comprometiendo la misma o limitando el ejercicio del poder de futuros gobiernos. y anular todas las privatizaciones realizadas, que no hayan respetado las leyes y procedimientos vigentes; tendiendo a la recuperación por parte del Estado de dichas empresas. 3.                   También nos oponemos a los proyectos de privatización de las empresas del área de energía en algunas provincias que quieren repetir la fracasada política energética nacional y rechazamos a nivel nacional el impulsar una REPRIVATIZACION sin futuro.

4.                   Anular la “libre disponibilidad de crudos y gas” impuesta por decretos por exigencias de los monopolios y oligopolios petroleros que operan en el país. Intervenir las empresas privatizadas energéticas para que la voluntad popular libremente manifestada establezca su condición futura. Detener las exportaciones de petróleo crudo y gas, excepto aquellas que no ponen en crisis las reservas nacionales y la demanda interna a largo plazo, y siempre que se realicen con acuerdos previos de integración auténtica con países hermanos limítrofes. Anular el insólito beneficio otorgado en la década de los años noventa por el cual la compañías que exportan nuestro petróleo y gas natural dejan en los mercados financieros internacionales el 70 por ciento de las divisas de sus exportaciones.

5.                   Prohibir la remisión de las ganancias de las empresas energéticas al exterior estableciendo cuotas obligatorias de inversión para mantener los niveles de reservas. La decisión sobre las reservas, los volúmenes de producción y niveles de generación, como la formación de precios de comercialización corresponden al Estado nacional. 

6.                   Restablecer una política de exploración y explotación petrolera, asumiendo el Estado Nacional una acción directa que rescate el acervo tecnológico nacional que lograra Yacimientos Petrolíferos Fiscales y Gas del Estado, organizando a sus trabajadores y técnicos en una empresa federal moderna y controlada socialmente. La gestión de las reservas, los volúmenes de producción y las formas y precios de comercialización, deben ser determinados por el Estado Nacional. Las tarifas y los precios mayoristas del crudo y del gas natural deben basarse en los costos internos que responden al carácter social y económico del país, y no en los precios internacionales, que responden a motivos políticos y a la fijación de precios por los poderes económicos oligopolios.

7.                   La Nación argentina debe declarar que los bienes energéticos son estratégicos y esenciales, y que las actividades petroleras, gasíferas y de la energía eléctrica son servicios públicos. La Ley de Hidrocarburos N° 17.319, en lugar de las modificaciones propuestas por empresas privadas y algunos funcionarios provinciales para blanquear de los Decretos 1055, 1212 y 1589 del año 1989 y por los cuales se definió al petróleo y al gas natural como simples mercancías, debe ser reemplazada por una nueva Ley que restablezca su carácter de bienes sociales y estratégicos para la Nación, anulando la libre disponibilidad de los hidrocarburos. .

8.                   Detener toda venta de empresas petroleras y de acciones de empresas públicas que aún queden en propiedad pública con la intención de recuperar los recursos petroleros para la Nación. Se debe mantener, como hasta ahora, la defensa de las centrales hidroeléctricas binacionales Yacyretá y Salto Grande, como las centrales nucleares Atucha I y Embalse. En Salto Grande deberá asegurarse la propiedad y gestión de carácter binacional, más allá de la participación provincial en la renta. Se debe restaurar la CNEA en su antiguo nivel de excelencia en ciencias básicas y aplicadas, en una entidad  única  e indivisible, y conseguir del gobierno el compromiso de reiniciar la construcción de Atucha II. En función del bajo costo y de la gran reserva de agua turbinable disponible en el país, se debe promover el estudio y la construcción de centrales hidroeléctricas, apoyados en estudios que minimicen los impactos ecológicos. Respecto a la energía nuclear se debe enfatizar la prevención acerca de los residuos nucleares y su tratamiento que aseguren los derechos de las nuevas generaciones. 

9.                   Terminar con la dilapidación del gas natural a través de las exportaciones al exterior sin planificación alguna, como el caso de los gasoductos Norandino y Atacama que compiten con una línea de transmisión, mientras que por falta de planificación estatal e ineficiencia privada operan al 25 por ciento de su capacidad de transporte de gas natural. Esta falta de planificación y de ineficiencia también se manifiesta cuando se permite que se genere electricidad en base de turbinas de ciclo combinado, relegando el potencial de recursos renovables que tiene nuestro país. Debe establecerse una regulación de estos proyectos por el Estado y autorizar solo aquellos realmente justificados. Se debe crear un ente federal planificador e integrador de la energía nacional con participación activa de los sectores involucrados.  

11.               Desarrollar una política de aprovechamiento de los recursos carboníferos en función de las nuevas tecnologías. El Estado recientemente debió retomar la conducción estratégica de esta actividad ante el fracaso y huida de los grupos privados, que tomaron la empresa Yacimientos Carboníferos Fiscales con el objeto de hacer negocios en base a los subsidios que recibe este material como fuente de energía eléctrica. Ahora el Estado debe modernizar y repotenciar el sector y la empresa mineras, garantizando la producción carbonífera a fin de lograr el equilibrio armónico con las exportaciones y el consumo de los recursos energéticos. 

12.               La política sectorial, y particularmente la prestación de los servicios públicos energéticos, entendida en el concepto más amplio, debe asegurar que todos los habitantes puedan acceder al consumo de los bienes energéticos en el presente y en el futuro, en igualdad de oportunidades, sin distinciones fundadas en su nivel socioeconómico o lugar de residencia, en condiciones que garanticen la continuidad, calidad y economía del servicio, la racionalidad en el uso y la conveniencia  para el medio ambiente.

13.                Prohibición del corte de los servicios públicos por falta de pago de los usuarios, debiéndose establecer la tarifa de interés social. Si antes de 1989 éramos usuarios y nos convirtieron posteriormente en clientes cautivos, nuestro objetivo debe ser  rescatar nuestra condición de usuarios y de trabajadores de empresas productivas y no de aventuras financieras que grupos privatistas las convirtieron al renegar del concepto social y estratégico de la energía.

La tarifa social:

La Tarifa Social es Ley de la Provincia de Buenos Aires. Lleva el número 12.698 y es uno de los primeros reconocimientos legislativos a las luchas de los desocupados y pobres por recuperar su derecho a la ciudadanía. Hoy este derecho esta incluido en el nuevo Marco Regulatorio, aprobado en el año 2004 en la Provincia de Buenos Aires

Surgida de las luchas populares marplatenses, es la más clara demostración de que cuando se articulan los conocimientos de trabajadores, profesionales, legisladores y funcionarios, con las necesidades de los trabajadores desocupados, se puede revertir la lógica del ajuste permanente.

La Tarifa Social marca un camino ideológico de signo diferente al que impera en la sociedad globalizada del neoliberalismo  y afirma que toda persona debe tener derecho a acceder libremente al servicio eléctrico. Sobre la base de reconocer la energía como un derecho humano es que se comienza a recorrer el camino de construcción de la Tarifa Social.

La Garrafa Social:

La campaña por la Garrafa Social, sostiene el derecho de las personas a contar con suficiente provisión de gas, para satisfacer sus necesidades diarias de cocción de alimentos o calefacción.

No siendo servicio publico, el GLP, es considerado una mercancía, que no tiene garantías de abastecimiento, precio, ni calidad.

Siendo derivado del petróleo y obteniendo en el mercado interno, la actividad petrolera 500% de ganancia, con respecto a sus costos locales, el GLP, puede ser subsidiado por las mismas empresas y venderse garrafas de 10 kilos a $ 5. 

RESPECTO A ESTA PROPUESTA COMO LA DE LA TARIFA SOCIAL  ES NECESARIO UNIFICAR A NIVEL NACIONAL DESDE LA CENTRAL UNA UNICA POSTURA PARA QUE DESDE CADA LUGAR SE IMPULSE UN UNICO DISCURSO AL RESPECTO... PROPONER CAMPAÑAS (DEBATES, CHARLAS, SEMINARIOS, MOVILIZACIONES ETC,)
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